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Señores 
JUZGADO 46 ADMINISTRATIVO DEL CIRCUITO   
BOGOTA D.C.  
E. S. D. 
 
 
Ref.: Medio de Control: Nulidad y Restablecimiento del Derecho  

Demandante: SONIA STELLA RANGEL DE MEZA 
Demandado: UNIDAD ADMINISTRATIVA ESPECIAL DE GESTIÓN 
PENSIONAL Y CONTRIBUCIONES PARAFISCALES DE LA PROTECCIÓN 
SOCIAL – UGPP. 
Radicado: 11001334204620190002400 

 
 
Respetados señores:  
 
KARINA VENCE PELAEZ, abogada en ejercicio, vecina de Bogotá D.C., identificada 
con C.C. No 42.403.532, y portadora de la T.P. 81621 del Consejo Superior de la 
Judicatura, actuando como apoderada especial de la UNIDAD ADMINISTRATIVA 
ESPECIAL DE GESTION PENSIONAL Y CONTRIBUCIONES PARAFISCALES DE 
LA PROTECCION SOCIAL - UGPP, de acuerdo al poder allegado en su oportunidad, 
en el presente escrito a efectos de contestar la demanda, comedidamente me permito 
contestar la demanda que originó el proceso de la referencia, así: 
 
 
1. CONSIDERACIONES INICIALES. 
 
1.1 La CAJA NACIONAL DE PREVISIÓN SOCIAL -CAJANAL E.I.C.E EN 

LIQUIDACIÓN, fue creada mediante la ley 6° de 1945, como un establecimiento 
público, con personería jurídica, autonomía administrativa y patrimonio propio, 
transformando en empresa industrial y comercial del estado, entidad 
descentralizada de la rama ejecutiva del orden nacional, mediante la Ley 490 de 
1998, vinculada al ministerio de la protección social.   

 
1.2 Mediante Decreto No. 2196 del 12 de junio de 2009, el Gobierno Nacional 

dispuso, entre otras medidas, la disolución y liquidación de la CAJA NACIONAL 
DE PREVISIÓN SOCIAL-CAJANAL E.I.C.E EN LIQUIDACIÓN.  

 
1.3 Como consecuencia de lo anterior, en todo caso, la CAJA NACIONAL DE 

PREVISIÓN SOCIAL - CAJANAL E.I.C.E  EN LIQUIDACIÓN  adelantará, 
prioritariamente, las acciones que permitan garantizar el trámite y reconocimiento 
de  obligaciones pensiónales y demás actividades a fines con dichos trámites, 
respecto de aquellos afiliados que hubieren cumplido con los requisitos de edad y 
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tiempo de servicio para obtener la pensión de jubilación o de vejez  a la fecha  en 
que haga efectivo el traslado a que se refiere el artículo 4 del Decreto N° 2196 del 
12 de junio de 2009, de acuerdo con las normas que rigen la materia.  

 
1.4 Igualmente, CAJANAL E.I.C.E en liquidación, continuará con la administración 

de la nómina de pensionados, hasta cuando estas funciones sean asumidas por la 
unidad administrativa especial de gestión pensional y contribuciones parafiscales 
de la protección social – UGPP.  

 
1.5 Con el fin  de dar cumplimiento  a sus obligaciones CAJANAL E.I.C.E EN 

LIQUIDACIÓN, contrató con la sociedad fiduciaria FIDUPREVISORA S. A. – 
patrimonio autónomo BUENFUTURO - a partir del 12 de junio de 2009, la 
atención de todos los asuntos relacionados con la atención del usuario y del 
pensionado, incluyendo la sustanciación de las solicitudes de prestaciones 
económicas y toda la correspondencia relacionada con trámites de pensiones, 
notificaciones y recursos contra los actos administrativos radicados con 
anterioridad a tal fecha. 

 
1.6 Contrato que termino el 11 de junio de 2011, razón por la cual se extinguió el 

Patrimonio Autónomo Pensional Buen Futuro, y cesaron para la Fiduciaria todas 
y cada una de las obligaciones jurídicas y contractuales relacionadas con 
CAJANAL E.I.C.E en Liquidación.  

 
1.7 Ahora bien, en virtud del Decreto 877 del 30 de abril de 2013, LA CAJA 

NACIONAL DE PREVISIÓN SOCIAL – CAJANAL EICE EN LIQUIDACIÓN, 
perdió capacidad jurídica para ser parte en los procesos de carácter misional, en 
tanto dicha condición fue asignada a la UNIDAD ADMINISTRATIVA 
ESPECIAL DE GESTIÓN PENSIONAL Y CONTRIBUCIONES PARA 
FISCALES DE LA PROTECCIÓN SOCIAL – UGPP, en los términos del 
numeral 27 del artículo 6 del decreto 5021 de 2009. 

 
 
2. EN CUANTO A LAS DECLARACIONES Y CONDENAS 

 
 
COMEDIDAMENTE MANIFIESTO QUE ME OPONGO A TODAS LAS 
PRETENSIONES PLANTEADAS EN LA DEMANDA QUE NOS OCUPA POR SER 
CARENTES DE FUNDAMENTOS TANTO FÁCTICOS COMO LEGALES, RAZÓN 
POR LA QUE NIEGO TODA CAUSA O DERECHO EN QUE LA ACCIONANTE 
PRETENDE FUNDAMENTAR SUS IMPETRACIONES, SOLICITANDO EN 
CONSECUENCIA QUE SE ABSUELVA A MI MANDANTE DE LOS CARGOS 
IMPUTADOS EN ESE LIBELO Y SE CONDENE EN COSTAS A LA PARTE 
ACTORA. 
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3. EN CUANTO A LOS HECHOS RELACIONADOS: 

 
3.1. PRIMERO: Es cierto, así consta en el expediente administrativo digitalizado 
que se allega con esta contestación. 
 
3.2. SEGUNDO: Es cierto, así consta en el expediente administrativo digitalizado 
que se allega con esta contestación. 
 
3.3. TERCERO: Es cierto, así consta en el expediente administrativo digitalizado 
que se allega con esta contestación. 
 
3.4. CUARTO: Es cierto, así consta en el expediente administrativo digitalizado 
que se allega con esta contestación. 
 
3.5. QUINTO: Es cierto, así consta en el expediente administrativo digitalizado 
que se allega con esta contestación. 
 
3.6. SEXTO: Es cierto, así consta en el expediente administrativo digitalizado 
que se allega con esta contestación. 
 
3.7. SÉPTIMO: Es cierto, así consta en el expediente administrativo digitalizado 
que se allega con esta contestación. 
 
3.8. OCTAVO: No es cierto, en el presente caso, se debe aplicar prescripción 
trienal, pues si bien es cierto la peticionaria adquirió el status de pensionada el día 
1 de agosto de 2010, solo hasta el 17 de diciembre de 2013, hizo la solicitud de 
reconocimiento de la pensión de vejez, razón por la cual la prescripción trienal 
debe aplicarse a partir del 17 de diciembre de 2010. 

 
3.9. NOVENO: NO ES UN HECHO. Sino consideraciones subjetivas de la 
respetada libelista que no comparte la Entidad que represento,  dado que para 
integrar el ingreso base de liquidación de las pensiones de  los beneficiarios del 
régimen de transición de la Ley 100 de 1993, se deben seguir los parámetros  
establecidos en la Sentencia de Unificación, proferida el 28 de agosto de 2018, 
por el Consejo de Estado Sala Plena de lo Contencioso Administrativo, dentro del 
Radicado 52001233300020120014301 y las Sentencias C 258 de 2013, SU 230 
del 29 de 2015, SU 427 de 2016, SU 395 de 2017 y SU 28 de 2018 de la Corte 
Constitucional  mediante las que se dejó claro cómo ha de interpretarse el inciso 
3 de su artículo 36. 
 
3.10. DECIMO: Es cierto, así consta en el expediente administrativo digitalizado 
que se allega con esta contestación. 
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3.11. ONCE: Es cierto, así consta en el expediente administrativo digitalizado 
que se allega con esta contestación. 

 
4. FRENTE AL  CAPITULO DENOMINADO CONCEPTO DE VIOLACION, 

respetuosamente ruego al Despacho seguir los lineamientos de la Sentencia de 
Unificación, proferida el 28 de agosto de 2018, por el Consejo de Estado Sala 
Plena de lo Contencioso Administrativo, dentro del Radicado 
52001233300020120014301 y las Sentencias C 258 de 2013, SU 230 del 29 de 
2015, SU 427 de 2016, SU 395 de 2017 y SU 28 de 2018 de la Corte 
Constitucional  mediante las que se dejó claro cómo ha de interpretarse el inciso 
3 del artículo 36 de la Ley 100 de 1993. 
 
En consecuencia, mi representada, no incurrió en las violaciones que se le 
endilgan en el libelo que estoy respondiendo, por cuanto no es cierto que con su 
actuar haya vulnerado derechos fundamentales, o económicos, o sociales, o 
normas creadoras de derechos y beneficios, a favor de la señora SONIA STELLA 
RANGEL DE MEZA 

 
Así las cosas, con su actuar frente a la accionante, mi mandante honró el debido proceso, 
obrando de buena fe como es su costumbre; amén de ceñirse en todo caso a los métodos 
y procedimientos establecidos por la Ley para la Liquidación de las pensiones de los 
beneficiarios del Régimen de Transición.   
 

5. OTROS FUNDAMENTOS DE LA DEFENSA 
 
De acuerdo con el inciso 6 del Artículo 36 de la Ley 100 de 1993, SOLO a quienes 
hubiesen adquirido el status pensional con anterioridad al 1 de abril de 1994, se les 
reconocerá la pensión conforme a las normas anteriores. 
 
Que el (a) peticionario (a) adquirió el status de pensionado (a) el día 1 de agosto de 2010. 
 
Que de acuerdo a lo anterior, se procede a realizar la liquidación de la pensión, 
aplicando un 75.00% sobre un Ingreso Base de Liquidación conformado por el 
promedio de los salarios o rentas sobre los cuales ha cotizado o aportado el 
interesado entre 1 de agosto de 1994 y el 30 de julio de 2004, conforme el Inciso 3 y/o 6 
del Articulo 36 de la Ley 100 de 1993. 
 
 
 
 
Ahora bien, siguiendo el tenor del artículo 36 de la Ley 100 de 1993, en estos 
especialísimos casos, las demás condiciones requeridas, como lo son el periodo sobre el 
cual se liquida la pensión y los factores salariales que deben tomarse en cuenta para 
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determinar el ingreso base de liquidación, son los indicados en el artículo 21 y en el inciso 
3 del artículo 36 de la Ley 100 de 1993, esto es que la liquidación de las pensiones se 
realice con lo que le hiciere falta al trabajador para adquirir su status de pensionado o de 
ser el caso con el promedio de los últimos 10 años de servicio y con los factores salariales 
contemplados en su Decreto reglamentario 1158 de 1994, cuyos preceptos no incluyen 
los pretendidos por la demandante, teniendo en cuenta que está postura es la que mejor 
consulta lo querido por la Constitución y la Ley.   
 
Lo anterior se desprende de las siguientes sentencias del H. CONSEJO DE ESTADO, 
que respetuosamente cito de manera fragmentaria:   
 
 
Expediente No. 52001-23-33-000-2012-00143-01 
Medio de Control de Nulidad y Restablecimiento del Derecho. 
Consejero Ponente: CESAR PALOMINO CORTÉS. 
Bogotá D.C., agosto veintiocho (28) de dos mil dieciocho (2018) 
Demandante: Gladis del Carmen Guerrero de Montenegro 
Demandado: Caja Nacional de Previsión Social E.I.C.E. En Liquidación 
Asunto: Sentencia de unificación de jurisprudencia. Criterio de interpretación sobre 
el artículo 36 de la Ley 100 de 1993. 
 
“ El Ingreso base de Liquidación en el régimen de transición 

 

66. La aplicación del régimen pensional de transición para quien opte por este, significa 
que los requisitos de la edad y el tiempo, y el monto de su pensión sean los previstos en el 
artículo 36 de la Ley 100 de 1993, el cual remite a los regímenes pensionales anteriores, 
en virtud de los efectos ultractivos dados a los mismos. 
 
67. Lo anterior cobra relevancia en la medida en que si bien el inciso 2 del artículo 36 
de la Ley 100 de 1993 señaló que el monto de la pensión para los beneficiarios de la 
transición sería el previsto en el régimen anterior al cual se encontraran afiliados, lo 
cierto es que el inciso 3 de la misma disposición previó de manera expresa un ingreso 

base para la liquidación de la pensión de vejez  de las personas referidas en el inciso 2 

que les faltaren menos de 10 años para adquirir el derecho, definiendo así uno los 
elementos del monto pensional. 
(…) 

69. La tesis de la Sección Segunda del Consejo de Estado de aplicación inescindible del 
elemento “monto” para las pensiones reconocidas bajo los regímenes anteriores, tiene 
como explicación que la acepción de la palabra “monto” debe entenderse como la 
liquidación aritmética del derecho, que precisamente se realiza con la suma del 
respectivo promedio de los factores que deben tenerse en cuenta y que debe hacerse, 
según el referido artículo 36, con apoyo en las normas anteriores a la ley 100 de 19931.  
1 Consejo de Estado, Sección Segunda, Subsección A, sentencia del 21 de septiembre de 2000, Exp. 470-99. 
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Ello en virtud del efecto útil de la última regla del inciso 2º, en la medida en que no 
existen condiciones y requisitos distintos para acceder al derecho a los ya señalados en 
la norma. El inciso 3º del artículo 36 prevé un ingreso base y una liquidación aritmética 
diferente a la que se deduce de la interpretación del inciso 2º, en la que del “monto” se 
infiere un ingreso base que se rige también conforme al ordenamiento jurídico anterior. 
A juicio de la Sección Segunda de la Corporación, la redacción contradictoria del 
artículo 36 de la Ley 100 de 1993 conduce necesariamente a la duda en su aplicación y, 
por ende, por mandato del artículo 53 de la Constitución Política se debe tener en cuenta 
la regla más favorable, o sea la prevista en el inciso 2º. 

70. En otra oportunidad, la Sección Segunda consideró que “Si se liquida la pensión 
como lo indica el inciso tercero del artículo 36 de la Ley 100 de 1993, se afecta el monto 

de la pensión y de paso también se afecta el beneficio que constituye la esencia del 

régimen de transición, pues una es la forma de liquidar la pensión prevista en la 

normatividad anterior y otra como lo prevé la nueva ley […] Si se aplica el inciso tercero 
del mismo artículo 36 de la citada ley, para establecer la base de liquidación de la 
pensión, se escinde la ley, […] se desnaturaliza el régimen, y se dejaría de aplicar el 
principio de favorabilidad de la ley en los términos ya indicados”2. 
 
71. Estos argumentos han consolidado la postura de la Sección Segunda de la 
Corporación, según la cual la expresión “monto”, incluida por el legislador en el inciso 
segundo del citado artículo 36, necesariamente comprende el ingreso base de 
liquidación como uno de los elementos protegidos por el régimen de transición y, de esta 
manera, lo ha reiterado en varios pronunciamientos3. 
 
72. Así mismo, la tesis de la aplicación del IBL del régimen general anterior de pensiones 
a los beneficiarios del régimen de transición fue sostenida por la Corte Constitucional en 
sede de tutela, como lo resumió la misma Corporación en sentencia SU-230 de 2015, al 
señalar: “Es posible afirmar que existe una línea jurisprudencial consolidada de las Salas 
de Revisión de Tutela (T-472 de 2000, T-1122 de 2000, T-235 de 2002, T-631 de 2002, T-
1000 de 2002, T-169 de 2003, T-625 de 2004, T-651 de 2004, C-754 de 2004, T-830 de 
2004, C-177 de 2005, T-386 de 2005, T-1160 de 2005, T-147 de 2006, T-158 de 2006, T-
621 de 2006, T-910 de 2006, T-1087 de 2006, T-251 de 2007, T-529 de 2007, T-711 de 
2007, T-1001 de 2008, T-143 de 2008, T-180 de 2008, T-248 de 2008, T-019 de 2009, T-
610 de 2009) cuya ratio decidendi precisa que se vulneran los derechos pensionales 
cuando no se aplica en su integridad el régimen especial en el que se encuentra amparado 
el beneficiario del régimen de transición, y en los eventos en que se desconoce que el  
2 Consejo de Estado, Sala de lo Contencioso Administrativo, Sección Segunda, Subsección B. Sentencia de 30 de noviembre de 2000. Radicación 
2004-2000. C.P. Alejandro Ordóñez Maldonado. 
3 El mismo criterio ha sido reiterado por la Sección Segunda en numerosas providencias, dentro de las cuales se destacan las siguientes: Consejo de 
Estado. Sección Segunda. Subsección A. Sentencia de 23 de noviembre de 2000. Radicación 2936-1999. C.P. Ana Margarita Olaya Forero. Consejo de 
Estado. Sección Segunda. Subsección B. Sentencia de 16 de febrero de 2006. Radicación 76001-23-31-000-2002-04076-01(4076-04). C.P. Jesús María 
Lemos Bustamante. Consejo de Estado. Sección Segunda. Subsección B. Radicación 15001-23-31-000-2003-02794-01(1564-06). C.P. Alejandro 
Ordóñez Maldonado. Consejo de Estado. Sección Segunda Subsección B. Sentencia de 22 de noviembre de 2007. Radicación 19001-23-31-000-2000-
03034-01(2502-05). C.P. Bertha Lucía Ramírez de Páez. Consejo de Estado. Sección Segunda Subsección B. Sentencia de 6 de marzo de 2008. 
Radicación 25000-23-25-000-2003-04619-01(4799-05). C.P. Bertha Lucía Ramírez de Páez. Consejo de Estado. Sección Segunda Subsección A. 
Sentencia de 8 de agosto de 2011. Radicación 25000-23-25-000-2003-08611-01(0447-09). C.P. Alfonso Vargas Rincón. Consejo de Estado. Sección 
Segunda Subsección A. Sentencia de 17 de abril de 2013. Radicación 25000-23-25-000-2010-00898-01(0112-12). C.P. Luis Rafael Vergara Quintero. 
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monto y la base de liquidación de la pensión forman una unidad inescindible, y por tanto, 
debe aplicarse la totalidad de lo establecido en el régimen especial y no lo consagrado 
en el inciso 3 del artículo 36 de la Ley 100 de 1993”. 

(…) 

74.  En efecto, la Corte Constitucional, mediante sentencia C-258 de 2013, declaró 
inexequibles las expresiones “durante el último año y por todo concepto” y “Y se 
aumentarán en el mismo porcentaje en que se reajuste el salario mínimo legal”, 
contenidas en el primer inciso del artículo 17 de la Ley 4 de 1992, así como la expresión 
“por todo concepto”, contenida en su parágrafo. Y declaró exequibles, bajo 
condicionamiento, las restantes expresiones del artículo 17 de la Ley 4 de 1992. 

(…) 

77. En conclusión, la Corte retiró del ordenamiento jurídico el IBL del régimen especial 
de congresistas y demás servidores públicos a los que le era aplicable el mencionado 
artículo 17 de la Ley 4 de 1992, porque violaba los artículos 13 y 48 de la Carta. Ello 
conllevó a que se creara un vacío respecto de la regla del Ingreso Base de Liquidación 
que debía aplicarse para la liquidación de las pensiones de los beneficiarios del régimen 
especial del citado artículo 17. Para llenar este vacío, la Corte Constitucional consideró 
compatible la aplicación de la regla general de Ingreso Base de Liquidación prevista en 
los artículos 21 y 36 de la Ley 100 de 1993, pues de lo contrario, se conduciría a “una 
situación de inconstitucionalidad aún más grave, pues haría imposible la liquidación de 
las pensiones y limitaría entonces de forma absoluta el derecho a la seguridad social en 
pensiones de los beneficiarios del régimen especial bajo estudio”. 

 
78. La justificación para acudir al inciso 3 del artículo 36 de la Ley 100 de 1993 para 
efectos de liquidar la pensión en el régimen especial del artículo 17 de la Ley 4 de 1992, 
luego de considerar que las expresiones demandadas quebrantaban los principios 
constitucionales de igualdad y sostenibilidad financiera del sistema de pensiones, fue la 
siguiente: 
 

“La interpretación de estas expresiones conlleva la concesión de una ventaja a 
los beneficiarios del régimen especial cobijados por la transición, que no fue 
prevista originalmente por el Legislador al expedir la Ley 100 y que, por tanto, 
carece de justificación. En efecto, la Sala recuerda que el propósito original del 
Legislador al introducir el artículo 36 de la Ley 100 de 1993, tal como se 
desprende del texto de la disposición y de los antecedentes legislativos, fue crear 
un régimen de transición que beneficiara a quienes tenían una expectativa 
legítima de pensionarse conforme a las reglas especiales que serían derogadas. 
Para estas personas, el beneficio derivado del régimen de transición consistiría 
en una autorización de aplicación ultractiva de las reglas de los regímenes a los 
que se encontraban afiliados, relacionadas con los requisitos de edad, tiempo de 
servicios o cotizaciones y tasa de reemplazo. El Ingreso Base de Liquidación no 
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fue un aspecto sometido a transición, como se aprecia claramente en el texto del 

artículo 36 […]”.  

79. Esta sentencia C-258 de 2013, de conformidad con el artículo 243 de la Carta, hace 
tránsito a cosa juzgada constitucional con efectos erga omnes y es de obligatorio 
cumplimiento, lo que significa: 

79.1.- Que las expresiones declaradas inexequibles del artículo 17 de la Ley 4 de 
1992 fueron retiradas del ordenamiento jurídico, por lo tanto, ningún intérprete judicial 
o administrativo puede aplicarlas para el reconocimiento y liquidación pensional de los 
beneficiarios de las pensiones de “privilegio” concedidas conforme al régimen allí 
previsto; ellos son: Congresistas, Magistrados de Altas Cortes (Art. 28 Decreto 104 de 
1994) y otros Altos Funcionarios a los que resulta aplicable el citado artículo 174.  

79.2.- El Ingreso Base de Liquidación, IBL, para liquidar las pensiones de los 
beneficiarios del régimen especial del artículo 17 de la Ley 4 de 1992, mencionados 
en el numeral anterior, es el previsto en los artículos 21 y 36 de la Ley 100 de 1993.  

79.3.- Para esta clase de servidores beneficiarios del régimen especial previsto 
en el artículo 17 de la Ley 4 de 1992 el IBL no hace parte de la transición como la 
misma Corte Constitucional lo anunció en la parte motiva de la sentencia C-258 
de 2013 al señalar:  

“En consecuencia, en la parte resolutiva de esta providencia, además de declarar 
inexequible la expresión “durante el último año” contenida en el artículo 17 de la 
Ley 4 de 1992, la exequibilidad del resto del precepto será condicionadas a que se 
entienda que las reglas sobre IBL aplicables a todos los beneficiarios de ese 
régimen especial, son las contenidas en los artículos 21 y 36, inciso tercero, de la 
Ley 100 de 1993, según el caso”. 

81. Sobre las pensiones reconocidas con abuso del derecho o fraude a la ley, la Corte 
Constitucional aplicó la ratio decidendi de la sentencia C-258 de 2013, entre otras, en 
las siguientes sentencias: (i) la sentencia SU-427 de 2016, para régimen prestacional de 
la Rama Judicial (Decreto 546 de 19715) en un caso de vinculación precaria de encargo 
(1 mes y 6 días) con lo cual se obtuvo un aumento desproporcionado de la prestación (de 
$3.935.780 pesos m/cte. a $14.140.249 pesos m/cte.); (ii) la sentencia SU-210 de 2017 
en la que se consideró que “Permitir que alguien se vea favorecido con las ventajas de 
un régimen pensional especial, como el de Congresistas, constituye un claro 
desconocimiento del principio de solidaridad al perpetuar exigencias y beneficios 
desproporcionados a personas que no tenían una expectativa protegible al 1° de abril de 
1994”; y (iii) la sentencia SU-631 de 2017, sobre régimen de la Rama Judicial, caso que  4 Entre quienes se encuentran, el Procurador General de la Nación (Decreto 65 de 1998 Art. 25), el Fiscal General de la Nación, Registrador 

Nacional del Estado Civil, Contralor General, el Defensor del Pueblo, Delegados ante la Corte Suprema de Justicia y Consejo de Estado 

(Art. 25 del decreto 682 del 10 de abril de 2002). 5 “Por el cual se establece el régimen de seguridad y protección social de los funcionarios y empleados de la Rama Jurisdiccional, del 

Ministerio Público y de sus familiares”. 
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se trató de la obtención de una ventaja individual irrazonable, fundada en una 
vinculación precaria, entendida como la relación entre un empleado o funcionario 
público y el Estado, que tiene una duración reducida en el tiempo. En estos 
pronunciamientos determinó que el IBL para liquidar las pensiones reconocidas bajo la 
transición en los regímenes especiales era el previsto en el inciso 3 del artículo 36 de la 
Ley 100 de 1993 o el artículo 21 ibídem, según el caso.  
 
82. Para el régimen general de pensiones que estaba vigente con anterioridad de la Ley 
100 de 1993, la Corte Constitucional, en sede de tutela, extendió la ratio decidendi de la 
sentencia C-258 de 2013 a controversias suscitadas en torno a los reconocimientos 
pensionales de personas beneficiadas con el régimen de transición y a quienes se les 
aplicaba la Ley 33 de 1985. Tales sentencias fueron, entre otras, la SU-230 de 2015, la 
SU-395 de 2017 y la SU-023 de 2018. En estos casos también consideró que el IBL del 
inciso 3 del artículo 36 de la Ley 100 de 1993 debía aplicarse frente a las pensiones 
cobijadas por la Ley 33 de 1985.   
 

83. La Corte Suprema de Justicia ha sido constante en señalar que el IBL para efectos 
de liquidar la pensión en el régimen de transición está regulado por el inciso 3 del 
artículo 36 de la Ley 100 de 1993, pues fue el propio legislador quien, al diseñar la forma 
como estarían estructurados los beneficios del régimen de transición, dispuso que ese 
régimen estaría gobernado en parte por la normativa que, antes de entrar en vigor ese 
sistema, se aplicaba al beneficiario y, en otra parte, por el propio artículo 36 de la Ley 
100 de 1993, pero en uno solo de los elementos que conforman el derecho pensional:  el 
ingreso base de liquidación.(…) 

84. Planteadas así las tesis sobre el IBL aplicable en el régimen de transición, la Sala 
advierte que el aspecto que ha suscitado controversia es el periodo que se toma en cuenta 
al promediar el ingreso base para fijar el monto pensional, pues el artículo 1 de la Ley 
33 de 1985 preveía como IBL el “salario promedio que sirvió de base para los aportes 
durante el último año de servicio”, mientras que el inciso 3 del artículo 36 de la Ley 100 
de 1993 establece que el ingreso base para liquidar la pensión de vejez de las personas 
referidas en el inciso anterior que les faltare menos de diez (10) años para adquirir el 
derecho, será el promedio de lo devengado en el tiempo que les hiciere falta para ello, 
o el cotizado durante todo el tiempo si este fuere superior, actualizado anualmente con 
base en la variación del Índice de Precios al consumidor, según certificación que expida 
el DANE. Es decir, mientras el régimen general de pensiones de la Ley 33 de 1985 
establece el último año de servicios, el artículo 36 de la Ley 100 de 1993 consagra la 
posibilidad que sea más de un año dependiendo de la situación particular de la persona 
que está próxima a consolidar su derecho pensional. 

85. A juicio de la Sala Plena de lo Contencioso Administrativo del Consejo de Estado 

una lectura del artículo 36 de la Ley 100 de 1993 permite concluir que en el régimen 

de transición el IBL que debe tenerse en cuenta para liquidar el monto pensional es el 

previsto en el inciso 3 de dicha norma. 
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86. Como se dijo en párrafos anteriores el régimen de transición prorrogó la vigencia 

de todos los regímenes pensionales anteriores a la entrada en vigencia de la Ley 100 de 

1993, otorgando efectos ultractivos a algunos elementos constitutivos de dichos 

regímenes para aquellas personas que se encontraban afiliadas a los mismos y que 

estaban próximas a adquirir el derecho pensional. Tales elementos son la edad, el 

tiempo de servicios y el monto de la pensión. 

 
87. Para establecer el monto de la pensión, el legislador, en este caso de la Ley 100 de 
1993, en desarrollo de su libertad de configuración, fijó un elemento, el IBL, que 
cumpliría con la finalidad no solo de unificar la base de la pensión para todos aquellos 
que estaban próximos a pensionarse, sino como manifestación de los principios de 
solidaridad, universalidad y sostenibilidad financiera para garantizar la viabilidad 
futura del Sistema General de Pensiones; máxime teniendo en cuenta que el periodo de 
transición abarcaría varias décadas6. 
(…) 

90. En el caso de la Ley 100 de 1993, el legislador quiso conciliar la finalidad que motivó 
la reforma, con la protección frente al impacto que el tránsito legislativo iba a generar, 
estableciendo un régimen de transición especial para el grupo de personas a las que ya 
se ha hecho referencia; régimen distinto tanto del anterior como del nuevo, con unas 
reglas que conservaban los requisitos del régimen anterior, pero con un elemento 
particular, concretamente, el periodo que se iría a tener en cuenta para fijar el monto de 
la mesada pensional; periodo que no es otro que el previsto en el inciso 3 del artículo 36 
o en el artículo 21 de la Ley 100 de 19937, así: 

 
- Si faltare menos de diez (10) años para adquirir el derecho a la pensión, el 

ingreso base de liquidación será (i) el promedio de lo devengado en el tiempo que 
les hiciere falta para ello, o (ii) el cotizado durante todo el tiempo, el que fuere 
superior, actualizado anualmente con base en la variación del Índice de Precios 
al consumidor, según certificación que expida el DANE. 

- Si faltare más de diez (10) años, el ingreso base de liquidación será el promedio 
de los salarios o rentas sobre los cuales ha cotizado el afiliado durante los diez 
(10) años anteriores al reconocimiento de la pensión, actualizados anualmente 
con base en la variación del índice de precios al consumidor, según certificación 
que expida el DANE. 

 
91. Para la Sala Plena de esta Corporación esa es la lectura que debe darse del artículo 
36 de la Ley 100 de 1993. El artículo 36 contiene todos los elementos y condiciones para  
6 En virtud del Acto Legislativo No. 1 de 2005, la aplicabilidad del régimen de transición corrió hasta el 31 de julio de 2010, o, 
excepcionalmente, hasta el 31 de diciembre de 2014, en el caso que los beneficiarios contaran con 750 semanas de cotización o su 
equivalente en tiempo de servicios al momento de la entrada en vigencia de dicho Acto Legislativo. 
7 Aplicable en virtud del inciso 2 del artículo 36 de la Ley 100 de 1993 que dispone que las demás condiciones y requisitos 
aplicables a estas personas para acceder a la pensión de vejez, se regirán por las disposiciones contenidas en la presente Ley. 
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que las personas beneficiarias del régimen transición puedan adquirir su pensión de 
vejez con la edad, el tiempo de servicios o semanas de cotización y la tasa de reemplazo 
del régimen anterior y con el IBL previsto en el mismo artículo 36, inciso 3, y en el 
artículo 21 de la Ley 100 de 1993. La regla establecida por el legislador en el inciso 3 
del artículo 36 de la Ley 100 de 1993 excluyó la aplicación ultractiva del ingreso base 
de liquidación que consagraba el regimen general de pensiones anterior a dicha ley. El 
reconocimiento de la pensión en las condiciones previstas a cabalidad por el artículo 36 
de la Ley 100 de 1993 constituye un verdadero beneficio para este grupo poblacional, 
porque frente a los mismos requisitos que están consagrados para el Sistema General de 
Pensiones, indudablemente, le son más favorables.  
 
Fijación de la Regla Jurisprudencial sobre el IBL en el régimen de transición 

 

92. De acuerdo con lo expuesto, la Sala Plena de lo Contencioso Administrativo sienta 
la siguiente regla jurisprudencial: 
 
“El Ingreso Base de Liquidación del inciso tercero del artículo 36 de la Ley 100 de 

1993 hace parte del régimen de transición para aquellas personas beneficiarias del 

mismo que se pensionen con los requisitos de edad, tiempo y tasa de reemplazo del 

régimen general de pensiones previsto en la Ley 33 de 1985”. 

93. Para este grupo de beneficiarios del régimen de transición y para efectos de liquidar 
el IBL como quedó planteado anteriormente, el Consejo de Estado fija las siguientes 
subreglas: 
94. La primera subregla es que para los servidores públicos que se pensionen conforme 
a las condiciones de la Ley 33 de 1985, el periodo para liquidar la pensión es: 

 
- Si faltare menos de diez (10) años para adquirir el derecho a la pensión, el 

ingreso base de liquidación será (i) el promedio de lo devengado en el tiempo que 
les hiciere falta para ello, o (ii) el cotizado durante todo el tiempo, el que fuere 
superior, actualizado anualmente con base en la variación del Índice de Precios 
al consumidor, según certificación que expida el DANE. 
 

- Si faltare más de diez (10) años, el ingreso base de liquidación será el promedio 
de los salarios o rentas sobre los cuales ha cotizado el afiliado durante los diez 
(10) años anteriores al reconocimiento de la pensión, actualizados anualmente 
con base en la variación del índice de precios al consumidor, según certificación 
que expida el DANE. 

 

95. La Sala Plena considera importante precisar que la regla establecida en esta 
providencia, así como la primera subregla, no cobija a los docentes afiliados al Fondo 
Nacional de Prestaciones Sociales del Magisterio, pues fueron exceptuados del Sistema 
Integral de Seguridad Social por virtud del artículo 279 de la Ley 100 de 1993 y su 
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regimen pensional está previsto en la Ley 91 de 19898. Por esta razón, estos servidores 

no están cobijados por el régimen de transición.  

(…) 

96. La segunda subregla es que los factores salariales que se deben incluir en el IBL 
para la pensión de vejez de los servidores públicos beneficiarios de la transición son 
únicamente aquellos sobre los que se hayan efectuado los aportes o cotizaciones al 
Sistema de Pensiones.  

97. Esta subregla se sustenta en el artículo 1° de la Constitución Política que consagra 
el principio de solidaridad como uno de los principios fundamentales del Estado Social 
de Derecho.  

98. El artículo 48 constitucional define la Seguridad Social como “un servicio público 
de carácter obligatorio que se prestará bajo la dirección, coordinación y control del 
Estado, en sujeción a los principios de eficiencia, universalidad y solidaridad, en los 
términos que establezca la Ley”. El legislador (artículo 2 de la Ley 100 de 1993) explica 
este principio como “[…] la práctica de la mutua ayuda entre las personas, las 
generaciones, los sectores económicos, las regiones y las comunidades bajo el principio 
del más fuerte hacia el más débil”.  

99. La interpretación de la norma que más se ajusta al artículo 48 constitucional es 
aquella según la cual en el régimen general de pensiones, previsto en la Ley 33 de 1985, 
solo los factores sobre los que se haya realizado el aporte o cotización pueden incluirse 

como elemento salarial en la liquidación de la mesada pensional.   

100. De conformidad con el Acto Legislativo 01 de 2005 por el cual se adiciona el 
artículo 48, para adquirir el derecho a la pensión será necesario cumplir con la edad, el 
tiempo de servicio y las semanas de cotización. Para la liquidación de las pensiones sólo 

se tendrán en cuenta los factores sobre los cuales cada persona hubiere efectuado las 
cotizaciones.  
 
101. A juicio de la Sala Plena, la tesis que adoptó la Sección Segunda de la 

Corporación, en la sentencia de unificación del 4 de agosto de 2010, según la cual el 

artículo 3 de la Ley 33 de 1985 no señalaba en forma taxativa los factores salariales 

que conforman la base de liquidación pensional, sino que los mismos estaban 

simplemente enunciados y no impedían la inclusión de otros conceptos devengados por 

el trabajador durante el último año de prestación de servicio, va en contravía del 

principio de solidaridad en materia de seguridad social. La inclusión de todos los  
8 Ley 100 de 1993. “Artículo 279. EXCEPCIONES.  El Sistema Integral de Seguridad Social contenido en la presente Ley no se 
aplica […] a los afiliados al Fondo Nacional de Prestaciones Sociales del Magisterio, creado por la Ley 91 de 1989, cuyas 
prestaciones a cargo serán compatibles con pensiones o cualquier clase de remuneración. Este Fondo será responsable de la 
expedición y pago de bonos pensionales en favor de educadores que se retiren del servicio, de conformidad con la reglamentación 
que para el efecto se expida […]”. 
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factores devengados por el servidor durante el último año de servicios fue una tesis que 

adoptó la Sección Segunda a partir del sentido y alcance de las expresiones “salario” 
y “factor salarial”, bajo el entendido que “constituyen salario todas las sumas que 
habitual y periodicamente recibe el empleado como retribución por sus servicios” con 
fundamento, además, en los principios de favorabilidad en materia laboral y 

progresividad; sin embargo, para esta Sala, dicho criterio interpretativo traspasa la 

voluntad del legislador, el que, por virtud de su libertad de configuración enlistó los 

factores que conforman la base de liquidación pensional y a ellos es que se debe limitar 

dicha base. 

 
102. La Sala Plena de lo Contencioso Administrativo considera que el tomar en cuenta 
solo los factores sobre los que se han efectuado los aportes, no afecta las finanzas del 
sistema ni pone en riesgo la garantía del derecho irrenunciable a la pensión del resto de 
habitantes del territorio colombiano, cuya asegurabilidad debe el Estado, en acatamiento 
de los principios constitucionales de universalidad y eficiencia. 
 
103. Por el contrario, con esta interpretación (i) se garantiza que la pensión de los 
beneficiarios de la transición se liquide conforme a los factores sobre los cuales se ha 
cotizado; (ii) se respeta la debida correspondencia que en un sistema de contribución 
bipartita debe existir entre lo aportado y lo que el sistema retorna al afiliado y (iii) se 
asegura la viabilidad financiera del sistema. 
 
(…) 

114. La Corte Constitucional, en sentencia C-816 de 2011, estableció que las decisiones 
de la Corte Suprema de Justicia, el Consejo de Estado, la Sala Disciplinaria del Consejo 
Superior de la Judicatura -autoridades de cierre de las correspondientes jurisdicciones- 
y la Corte Constitucional - como guardiana de la Constitución -, tienen valor 

vinculante por emanar de órganos diseñados para la unificación de la jurisprudencia, y 
en virtud de los principios de igualdad, buena fe y seguridad jurídica previstos en los 
artículos 13 y 83 de la Constitución Política9. Por lo tanto, su contenido y la regla o 
norma jurídica que exponen, tienen características de permanencia, identidad y carácter 

vinculante y obligatorio.” 

 
El Consejo de Estado, en Sala Quinta de lo Contencioso administrativo, en fallo de tutela 
del pasado 15 de diciembre de 2016, radicado 11001-03-15-000-2016-01334-01  
9 La Corte Constitucional ha reconocido la gran responsabilidad que tienen los órganos situados en el vértice de las respectivas 
especialidades de la rama judicial, puesto que la labor de unificación de la jurisprudencia nacional implica una forma de realización 
del principio de igualdad.  Sentencia T-123/95 citada en la Sentencia T-321/98. 
En la sentencia C-179 de 2016 reafirmó dicha tesis al exponer lo siguiente: «[…] la función de unificación jurisprudencial la 
cumplen en sus diferentes especialidades y en su condición de órganos de cierre, según el Texto Superior, (i) la Corte Constitucional 
en materia de derechos fundamentales y de examen de validez constitucional de las reformas a la Carta como de las normas con 
fuerza de ley (CP arts. 86 y 241); (ii) el Consejo de Estado en relación con su rol de Tribunal Supremo de lo Contencioso 
Administrativos (CP arts. 236 y 237); y (iii) la Corte Suprema de Justicia en su calidad de tribunal de casación y máxima autoridad 
de la jurisdicción ordinaria (CP art. 235). […]»  
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Magistrada Ponente Lucy Jeanette Bermudez, ya había sentado argumento frente al tema 
en los siguientes términos:  
 

(…) 
 
Ahora bien, respecto del precedente como criterio de la labor judicial y la fuerza 
vinculante y excluyente del que fija la Corte Constitucional, se tiene que las 
providencias que profiere la Corte Constitucional, en los términos de la Sentencia 
C-085 de 1995, son un criterio vinculante a la labor judicial. 
 
En dicho fallo se definió con suma claridad que el juez constitucional como 
interprete autorizado de la constitución al desentrañar el sentido o contenido de 
una norma constitucional o al aplicar directamente a un caso concreto genera lo 
que se denomina doctrina constitucional la que, por su naturaleza, tiene fuerza 
vinculante en razón del carácter normativo de la constitución, pues en aquella se 
interpreta la norma fundamental, interpretación que debe ser acatada por los 
jueces, porque de no hacerlo, se desconocería la norma fundamental de la misma. 
 
(…) 

 
En igual sentido y previo exponer el correspondiente desarrollo jurisprudencial sobre el 
tema que se abordaba, la Alta Corporación en la precitada providencia concluyo: 
 
 “…  En observancia de lo anterior, concluye la Sala que la decisión dictada por la 
autoridad judicial accionada -Sección Segunda de esta Corporación, desconoció las 
reglas que respecto el tema bajo estudio, fijó la Corte Constitucional en la Sentencia 
SU230 de 2015; jurisprudencia que conforme a los argumentos expuestos en párrafos 
precedentes, era de obligatorio cumplimiento por la Seccion Segunda del Consejo de 
Estado y la cual estaba vigente para fecha en que se profirió el fallo acusado”.  
 
Así mismo, me permito transcribir apartes de la sentencia proferida por la Sección 
Segunda de la Sala de lo Contencioso Administrativo del Consejo de Estado, el 12 de 
julio de 2017, en la Acción de Tutela bajo radicado No. 11001031500020170145400 
promovida por la señora JOSEFINA VARGAS MARTINEZ en contra del TRIBUNAL 
ADMINISTRATIVO DE CUNDIMARCA, SECCIÓN SEGUNDA, SUBSECCIÓN A   
donde sobre la aplicación del precedente judicial de la Corte Constitucional, señaló: 

 
“Pues bien, se advierte que el Tribunal Administrativo de Cundinamarca, Sección 
Segunda, Subsección A en sentencia del 30 de noviembre de 2016 revocó el fallo 
de primera instancia al considerar que la pensión de la parte demandante debe 
liquidarse en los términos de los incisos 2.º y 3.º del artículo 36 de la Ley 100 de 
1993, por cuanto el IBL es un aspecto excluido del régimen de transición en razón 
al precedente fijado por la Corte Constitucional en las sentencias C-258 de 2012 
y SU-230 de 2015.  
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Como argumento de la decisión y luego de hacer un recuento de las posiciones 
fijadas por el Consejo de Estado y la Corte Constitucional, indicó que la señora 
Josefina Vargas Martínez estaba cobijada por el régimen de transición que alude 
la Ley 100 de 1993, lo que conllevó a aplicar la normativa anterior a la referida 
ley, que para el caso era la Ley 33 de 1985; por lo tanto, en aplicación a la 
posición fijada por el Consejo de Estado, tenía derecho a que se reliquidara su 
pensión incluyendo los factores salariales devengados durante el último año de 
servicio. 

 
Sin embargo, señaló que la Corte Constitucional mediante las sentencias C-258 
de 2013 y SU-230 de 2015 aclaró que son tres los parámetros aplicable al 
reconocimiento de las pensiones regidas por normas anteriores a la Ley 100 de 
1993: la edad, el tiempo de servicio o el número de semanas cotizadas y el monto 
de la misma, ya que el IBL que debe tenerse en cuenta es el señalado por en el 
inciso 3.º del artículo 36 de la Ley 100 de 1993, es decir, el promedio de los 
salarios devengados que sirvieron de base para los aportes durante los últimos 
10 años.   

 
Al respecto, precisó que a partir de dichos precedentes constitucionales se 
desprende que el régimen anterior no se aplica de manera integral, comoquiera 
que con el régimen de transición pensional el legislador pretendió mantener sólo 
una parte y excluir el IBL, el cual será calculado con base en lo dispuesto por la 
Ley 100 de 1993. 

 
Concluyó que en el caso objeto de estudio se acreditó que el reconocimiento y 
liquidación de la pensión efectuada por el ISS a la demandante se dio en 
aplicación a lo establecido en la Ley 100 de 1993 y por tal motivo, los actos 
administrativos acusados se encontraban ajustados a derecho, pues el cálculo de 
su monto en cuanto al IBL se realizó según las prescripciones establecidas por la 
referida ley (ff. 138 a 140 ibídem).  

 
En virtud de lo anterior, para la Subsección es claro que el Tribunal accionado 
al confirmar el acto de reconocimiento y liquidación de la pensión efectuada por 
el ISS se fundamentó en las sentencias C-258 de 2013 y SU-230 de 2015 que 
establecen que el cálculo del monto en cuanto al IBL debe realizarse según las 
prescripciones establecidas en la Ley 100 y con la inclusión de los factores 
salariales enlistados en el Decreto 1158 de 1994, tal como lo efectuó el ISS. 

 
Obsérvese que ante la diferencia de criterios, esto es, entre el Consejo de Estado 
y la Corte Constitucional, el Tribunal accionado adoptó la que consideró 
apropiada, en virtud a la libertad de interpretación y autonomía del juez, es decir, 
optó por aplicar el precedente jurisprudencial determinado por la Corte 
Constitucional y no la posición sentada por esta Corporación.  
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En efecto, la autonomía e independencia de los jueces reconocida a nivel 
constitucional (C.P. Artículos 228 y 230), son facultades que le otorga el Estado 
y cuya limitación se enmarca por la constitución y las leyes. 
 
Desde esa perspectiva, los jueces de la República en su labor de administrar 
justicia pueden a través de una carga argumentativa suficiente, clara y explícita 
aplicar e interpretar los mandatos abstractamente definidos por el legislador; de 
igual forma, apartarse de los dictados de los fallos de sus superiores o adoptar 
una de las tesis cuando sobre el mismo asunto versen diversas posiciones. 

 
Es precisamente de esta prerrogativa de la cual se revisten los funcionarios 
judiciales para optar la interpretación que según su leal saber y entender 
considere más apropiada y frente a la cual le está vedado al juez constitucional 
cualquier consideración; máxime cuando el juez natural en un legítimo ejercicio 
de la autonomía e independencia judicial decidió razonablemente una de las 
posiciones que puede asumirse sobre el tema en discusión. 

 
En esa medida, no es cierto como el accionante lo afirma que el ad quem 

desconoció la posición de esta Corporación, sino que acogió su decisión con 

fundamento en la interpretación que consideró era la correcta respecto a los 

factores salariales y el IBL que debía aplicarse para las pensiones de las personas 

beneficiarias del régimen de transición y de la Ley 33 de 1985. 

 
Por lo tanto, no puede afirmarse que la autoridad demandada hubiese incurrido 

en desconocimiento del precedente judicial del Consejo de Estado o en un 

defecto sustantivo, toda vez que decidió acoger una de las posiciones 

desarrolladas al respecto por las Altas Cortes.  

 
Igualmente, la Subsección encuentra que la decisión cuestionada cuenta con la 
carga argumentativa suficiente, lo que obliga a descartar la vulneración de 
derechos fundamentales alegados. 

 
Finalmente, debe aclararse que el criterio que venía aplicando esta Subsección, 

en sede de tutela, en casos similares al que hoy es objeto de estudio, era la 

posición sostenida por esta Corporación en los precedentes fijados en las 

sentencias de unificación proferidas el 4 de agosto de 2010 por el Consejero 

Ponente Víctor Hernando Alvarado Ardila y el 25 de febrero de 2016 por el 

Consejero Ponente Gerardo Arenas Monsalve.  

 

Sin embargo, asumirá como nueva tesis la desarrollada en la presente acción 

de amparo, en aras de garantizar el respeto al principio de autonomía e 

independencia judicial que asiste a las autoridades judiciales. 
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En conclusión: El Tribunal Administrativo de Cundinamarca, Sección Segunda, 
Subsección A al proferir el fallo del 30 de noviembre de 2016 no incurrió en un 
defecto sustantivo ni en desconocimiento del precedente, toda vez que ante las 
diferencias de criterios entre la Corte Constitucional y el Consejo de Estado podía 
optar por una de ellas.  

 

En consecuencia, se negará el amparo solicitado por la señora Josefina Vargas 
Martínez contra el Tribunal Administrativo de Cundinamarca, Sección Segunda, 
Subsección A” (Subraya y negrilla fuera de texto) 

 
 
Adicionalmente, es del caso advertir que la H. CORTE CONSTITUCIONAL desde el 
año 2013 ha sentado una clara postura en estudio de la aplicación del régimen de 
transición establecido en el artículo 36 de la ley 100 de 1993, como en el caso objeto de 
debate, a través de las sentencias C 258 de 2013, SU 230 de 2015, SU 427 de 2016, SU 
395 de 2017 y SU 028 de 2018. 
 
Bajo estos términos, con el debido comedimiento solicito se aplique el criterio unificado 
plasmado por el Consejo de Estado en las providencias anteriormente referidas que 
apoyan la postura planteada por la Corte Constitucional, teniendo en cuenta el alcance del 
artículo 10 de la ley 1437 de 2011, el cual señala que, al momento de resolver asuntos de 
competencia de la jurisdicción de lo contencioso administrativo, es menester aplicar las 
sentencias de unificación de jurisprudencia del órgano de cierre en las que se interpreten 
y apliquen dichas normas. 

En igual sentido traigo a colación la CIRCULAR CONJUNTA N° 021 de diciembre de 
2017, por medio de la cual el PROCURADOR GENERAL DE LA NACION Y EL 
DEFENSOR DEL PUEBLO, previenen a COLPENSIONES, A LA UGPP entre otras 
Entidades, para que el ingreso base de liquidación de los beneficiarios del régimen de 
transición se constituya en los términos del artículo 21 y el inciso 3 del artículo 36 de la 
Ley 100 de 1993, es decir, con el promedio  de los salarios o rentas sobre los cuales ha 
cotizado el afiliado durante  los 10 años anteriores al reconocimiento pensional o lo que 
le hiciere falta, debido a que es la interpretación normativa que mejor se ajusta a los 
principios constitucionales de equidad, eficiencia y solidaridad, evitando posibles casos 
de evasión y fraudes al sistema. 

Donde también se señala que la liquidación de estas pensiones no puede incluir todos los 
factores salariales, en tanto solo deben incorporarse aquellos que sean remunerativos de 
servicios sobre los cuales los beneficiarios hayan realizado los correspondientes aportes.     

En tal virtud, tenemos que con su actuar frente al accionante, LA UNIDAD 
ADMINISTRATIVA ESPECIAL DE GESTIÓN PESNIONAL Y CONTRIBUCIONES 
PARAFISCALES DE LA PROTECCIÓN SOCIAL UGPP honro el debido proceso, obro 
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de buena fe como es de costumbre; amén de ceñirse en todo caso a los métodos y 
procedimientos establecidos por la Ley para los beneficiarios del régimen de transición. 
 
Por lo expuesto, ruego al Despacho deniegue las pretensiones de la demanda absolviendo 
en un todo a la UNIDAD ADMINISTRATIVA ESPECIAL DE GESTIÓN PENSIONAL 
Y CONTRIBUCIONES PARAFISCALES DE LA PROTECCIÓN SOCIAL, dado que a 
la demandante no le asiste el derecho que reclama.   
 
 
6.  EXCEPCIONES: 
 
Están fundamentadas en el Art. 175 del Código de Procedimiento Administrativo y de lo 
Contencioso Administrativo. 
 
 
6.1. DE MERITO 
 
 
6.1.1. INEXISTENCIA DEL DERECHO A RECLAMAR POR PARTE DE LA 
DEMANDANTE  
 
Fundamento esta excepción en el contenido de la presente contestación, pues es claro que 
la señora SONIA STELLA RANGEL DE MEZA es beneficiario del régimen de 
transición de la Ley 100 de 1993, siendo pertinente resaltar que con  la transición 
pensional consagrado en su artículo 36 no quiso el legislador mantener para los 
beneficiarios la aplicación en su totalidad de la normatividad que gobernaba sus derechos 
pensiónales, sino solamente una parte de ella y bajo estos términos la liquidación de la 
prestación pensional que nos ocupa solo puede ceñirse a lo preceptuado  por el inciso 3 
del artículo 36 de la Ley 100, y su Decreto Reglamentarios 1158 de 1994. 
 
 
6.1.2. COBRO DE LO NO DEBIDO:  
 
El demandante solicita el pago de emolumentos no adeudados, pues con la demanda se 
pretende una reliquidación pensional a todas luces improcedente, por mandato legal.  
 
 
6.1.3. BUENA FE: 
 
 
La buena fe indica que cada cual debe celebrar sus negocios, cumplir sus obligaciones en 
general, ejercer sus derechos, mediante el empleo de una conducta de fidelidad, o sea por 
medio de lealtad y sinceridad que imperan en una comunidad de hombres dotados de 
criterio honesto y razonable. La buena de se desdobla en dos aspectos: Primeramente, 
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cada persona debe usar para con aquel con quien establece una relación jurídica, una 
conducta sincera, vale decir, ajustada a las exigencias del decoro social; en segundo 
término, cada persona tiene derecho a esperar de la otra esa misma lealtad o fidelidad. En 
el primer caso se trata de una buena fe activa, y en el segundo, de una buena fe pasiva 
(confianza).  
 
La buena fe hace relación con una conciencia recta, sincera, es decir, con un sentimiento 
de honradez, sin embargo es un sentimiento que tiene la virtud de objetivizarse, de darse 
a conocer mediante ciertos comportamientos preestablecidos en una agrupación de 
hombres.  
 
Obrar de buena fe indica que la persona se conforma con la manera corriente de las 
acciones de quienes obran honestamente, esto es, con un determinado estándar de usos 
sociales y buenas costumbres. Por lo tanto, los usos sociales y las buenas costumbres que 
imperan en la sociedad, son las piedras de toque que sirven para apreciar en cada caso la 
buena fe, su alcance y la ausencia de ella. La buena fe se refiere a la ausencia de obras 
fraudulentas, de engaño, reserva mental, astucia o viveza, en fin, de una conducta lesiva 
de aquel obrar de las personas que actúan en sus negocios “con espíritu de justicia y 
equidad” o del proceder razonable del “comerciante honesto y cumplidor”10 
 
Conducta – Buena Fe – que ha sido recogida y está consagrada en nuestra Constitución 
Política al señalar que “Las actuaciones de los particulares y de las autoridades públicas 
deberán ceñirse a los postulados de la buena fe, la cual se presumirá en todas las 
gestiones que aquéllos adelanten ante éstas.”11 
 
La demandada en el presente caso, así como en todas sus actuaciones siempre obró de 
buena fe y de manera honesta, en desarrollo de su actividad, ante el Estado y los 
particulares dentro del estricto orden jurídico y estándar de usos sociales y buenas 
costumbres.  
 
 
6.1.4. INEXISTENCIA DE VULNERACIÓN DE PRINCIPIOS 

CONSTITUCIONALES Y LEGALES  
 
La UGPP no incurrió en las violaciones que se le endilgan en el libelo que estoy 
respondiendo, por cuanto no es cierto que con su actuar hayan vulnerado derechos 
fundamentales, o económicos, o sociales, o normas creadoras de derechos y beneficios, a 
favor de la señora SONIA STELLA RANGEL DE MEZA.  
 
  
10 Derecho Civil Parte General y Personas. Arturo Valencia Zea – Álvaro Ortiz M. Décimo Tercera 
Edición Pág. 170 
11 Artículo 83 Constitución Política  
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6.1.5. PRESCRIPCION DE DIFERENCIAS DE LAS MENSUALIDADES 
CAUSADAS CON TRES AÑOS DE ANTERIORIDAD A LA FECHA DE 
LA RADICACIÓN DE LA DEMANDA. 

 
 
Solicito al Despacho que en el hipotético caso de que se acceda a las pretensiones del 
demandante, se declare la prescripción de las mesadas o diferencias de las mensualidades 
causadas con tres años de anterioridad a la fecha de la radicación de la demanda.  
 
De todas formas, dejo claro que, por el hecho de proponer esta excepción, en estos 
términos, no estoy reconociendo ningún hecho que desfavorezca los intereses de mi 
poderdante, así como tampoco estoy reconociendo derecho alguno a favor de la parte 
actora. 
 
6.1.6. LEGALIDAD DE LOS ACTOS ADMINISTRATIVOS:  
 
Los actos administrativos atacados gozan de plena legalidad, por ser proferidos por el 
funcionario competente, respetando el orden jurídico contenido en las normas en que se 
fundó y los motivos que le sirvieron de causa a su expedición. 

 
6.1.7. INNOMINADAS y/o GENERICA:  
 
En los términos del artículo 282 del C.G.P., aplicable por analogía al procedimiento 
administrativo, solicito al señor Juez reconocer oficiosamente en la sentencia todos 
aquellos hechos que se hallen probados y que constituyan excepciones de mérito o de 
fondo. 
 
 

7. PRUEBAS: 
 
Reservándome el derecho de aportar las que considere pertinentes dentro de los 
momentos procesales oportunos, con el fin de controvertir los hechos afirmados en la 
demanda y probar los expuestos en esta contestación, respetuosamente solicito a ese 
Despacho, decretar y tener como pruebas las siguientes: 
 
 
7.1. DOCUMENTALES: 

 
 
7.1.1 El escrito de la demanda y sus anexos, en lo que sean favorables a mi representada. 

 
7.1.2 CD que contiene Digitalizado el expediente Administrativo de la señora SONIA 

STELLA RANGEL DE MEZA remitido por la Entidad que represento, para 
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efectos de allegarlo con esta contestación, con el propósito de acreditar lo 
expuesto. 

 
 
8.  NOTIFICACIONES: 
 
La Entidad que represento tiene su domicilio en la ciudad de Bogotá y allí recibirá 
notificaciones en la AV calle 26 N° 69B-45 piso 2, Correo electrónico 
notificacionesjudicalesugpp@ugpp.gov.co. 

Las personales las recibiré en la secretaria de su Despacho, en mi oficina ubicada en la 
Carrera 8 N° 11-39 Edificio: Jorge Garcés B, Oficina: 416, o a través del correo 
electrónico vys.carolinapalacios@gmail.com.  

9.  ANEXOS:   

9.1 Adjunto las pruebas documentales relacionadas y CD que contiene el expediente 
administrativo digitalizado. 

9.2 Copia de la Escritura Pública de Poder General No. 605 levantada en la Notaria 
73 del Círculo de Bogotá, el 12 de febrero de 2020, por la que se me confiere 
poder general para actuar en representación de la demandada. 

 
 
Del Señor Juez, atentamente, 
 
                                                  

 
 

KARINA VENCE PELAEZ 
C.C. 42.403.532 de San Diego. 

T.P. 81621 del C.S. de la Judicatura. 
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